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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la accionante, señora Elizabeth González, en contra del fallo de tutela emitido el 29 de abril de 2016 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó la señora Elizabeth González que padece de obesidad mórbida, motivo por el cual le fue practicada una cirugía de bypass gástrico con el fin de reducir el exceso de grasa de su cuerpo. Dicho procedimiento fue autorizado por la Nueva EPS sin contratiempo alguno. 

Adujo que en la actualidad requiere de una nueva intervención tendiente a reducir los síntomas de la piel sobrante y contrarrestar la flacidez severa que presenta, para ellos su médico tratante ordenó la cirugía de tipo reconstructivo denominada “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, la cual fue justificada en debida forma por tratarse de un procedimiento POS. Sin embargo, la entidad tutelada no autorizó dicho procedimiento. 
La actora indicó que su calidad de vida se ha reducido debido a que su piel sobrante no se ha restaurado, presentando una flacidez severa e inusual, por lo que la única solución a su padecimiento, según su galeno, es la práctica del procedimiento en comento. 
2.2 Solicitó que se ordenara a la entidad demandada que en un término perentorio y sin dilaciones, autorizar la cirugía prescrita, además del tratamiento integral que requiera para su patología. 
2.2. La accionante aportó copia de los siguientes documentos: i) historia clínica; y ii) órdenes médicas. 
2.3. Mediante auto del 9 de marzo de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira Penal admitió el amparo de tutela y corrió traslado del mismo a la Nueva EPS. 
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA.
3.1. La Nueva E.P.S.

Su representante judicial informó que la señora Elizabeth González efectivamente se encuentra afiliada al régimen contributivo a la NUEVA EPS. 
Respecto a las pretensiones formuladas en la acción de tutela señaló que la “dermolipectomía anterior ampliada con cinturón dérmico” se encuentra excluida del POS, y para su aprobación se requiere de un estudio previo por parte del CTC de conformidad con lo establecido en la resolución 3399 del Ministerio de la Protección Social.

La actora elevó la solicitud ante dicha dependencia, sin embargo el servicio pretendido fue denegado con base en lo dispuesto en el artículo 49 del acuerdo 029 de 2011, y la resolución 5592 de 2015. 

Consideró que la acción de tutela frente al suministro del tratamiento integral resulta ser improcedente, por tratarse de hechos futuros e inciertos. 

Explicó en qué consistía el procedimiento pretendido por la actora, señalando que el mismo era de aquellos denominados “estéticos”, y que el mismo no hacía parte del tratamiento de obesidad mórbida, y que con su realización se busca un efecto cosmético más no funcional. 

Hizo referencia a las normas que regulan los servicios no POS. 

A su modo de ver en el presente caso no están acreditados los presupuestos que permitan verificar la existencia de un perjuicio irremediable en detrimento de la accionante ante la negativa del servicio requerido. Aunado a ello, la cirugía en comento no constituye una urgencia vital, y el no suministro de la misma no pone en riesgo ni vulnera los derechos de la señora González. 

De conformidad con el principio de solidaridad, es la actora o su núcleo familiar quienes deben asumir el servicio pretendido. 

En caso de que se impliquen las normas sobre seguridad social en salud,  se debe emitir una orden de pago en contra del Estado a través del Fosyga para que reconozca los recursos que la EPS dispuso para dar cumplimiento a lo dispuesto mediante el fallo de tutela. 
Solicitó que no se concediera el amparo solicitado, y que en caso de que se disponga el suministro del servicio también se emita la respectiva orden de recobro ante el FOSYGA. 
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira no tuteló los derechos invocados por la señora Elizabeth González, con el argumento de que no existía un concepto médico que llevara al convencimiento  de que el procedimiento aludido fuera necesario para el restablecimiento de la salud de la paciente, por lo que quedaba demostrado que el mismo era de carácter estético. 
5. DE LA IMPUGNACIÓN
La accionante fue notificada personalmente del fallo el día 2 mayo de 2016 y en el acta manifestó que apelaba dicha decisión. 

El día 6 de mayo del año en curso la señora Elizabeth allegó escrito de impugnación en el que dio a conocer que una vez solicitó a la Nueva EPS la autorización del procedimiento “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, el día 25 de abril de 2016 recibió una respuesta a dicho requerimiento, en la que esa entidad hace el estudio frente a un “implante dental aloplástico”, lo que constituye una incongruencia e inconsistencia respecto a lo pretendido, pues dicho implante no guarda relación alguna con la dermolipectomía ordenada por su médico tratante. 

En ningún momento fue informada sobre el trámite interno que realizó la EPS tutelada con respecto a su solicitud. 

Dentro de las pruebas allegadas a la acción obra la historia clínica que contiene el concepto emitido por su médico tratante, quien tramitó el formulario de justificación de actividades, insumos y procedimientos no pos, del cual se infiere que existe una grave e inminente violación o amenaza a sus derechos fundamentales.  

Hizo referencia a algunos pronunciamientos de la Corte Constitucional en los que se ha tratado el tema de  las demolipectomías y las cirugías reconstructivas posteriores al bypass. 

6.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2 Problema jurídico y solución al caso en concreto
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales al tutelar los derechos fundamentales invocados por la señora Elizabeth González, o si por el contrario, hay lugar a modificarla en el sentido como lo pidió el accionante y que tiene que ver con que se le ordene a la NUEVA EPS que le autorice el procedimiento denominado dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, así como el tratamiento o integral para la obesidad mórbida que padece. 
6.2.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3. De las pruebas arrimadas con la demanda de tutela, la Sala observa que la señora Elizabeth González de 46 años de edad, es una paciente a quien hace 18 meses se le practicó un bypass gástrico, con evolución buena, asintomática, y que sus síntomas actuales tiene que ver con la piel sobrante en todo su cuerpo, y frente a quien su médico tratante evidenció “flacidez total de la piel con atrofia severa del tejido mamario ptosis de complejo areola pezón… delantal dermograso colgante con panículo adiposo muy delgado en forma circunferencial con síntomas de piel irritada por humedad suprapubis…glúteos totalmente vacíos. flacidez severa… iguales hallazgos en muslos y brazos...miembros superiores: flacidez en brazos con colgajo de piel sobrante y laxitud severa de la piel…” (folio 7), motivo por el cual consideró que el procedimiento adecuado para tal padecimiento era la realización de una “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, expidiendo para tal fin las ordenes respectivas. Sin embargo, y pese a los hallazgos médicos aludidos, la Nueva EPS denegó el suministro del procedimiento en comento con el argumento de estar excluido del POS y porque el mismo es de aquellos catalogados como estéticos, lo que motivó a la señora González a instaurar la presente tutela. 

6.4 Frente a los derechos reclamados por la actora, cabe reiterar la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración (Sentencia T-760 de 2008):

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” 
(Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” (Subrayas propias)

6.5 Para esta Corporación resulta claro y concreto el padecimiento que presenta la señora González, pues de la historia clínica aportada se extracta que luego de que la tutelante se sometiera a una cirugía de bypass gástrico, y por ente, ante la pérdida de peso que obtuvo con ese servicio, la piel del cuerpo de la accionante presenta una flacidez severa, que le ha traído como consecuencias la “atrofia severa del tejido mamario, “delantal dermograso colgante con panículo adiposo muy delgado e forma circunferencial”,  “glúteos totalmente vacíos”, “flacidez severa”, lo que a su vez,  ha producido con “síntomas de piel irritada por humedad suprapubis. En atención a dichos padecimientos, el galeno tratante consideró que el procedimiento adecuado para el caso concreto de la señora González era la realización de una “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, la cual ha sido considerada como un procedimiento estético en cuanto ataca de manera invasiva la flacidez de los tejidos. Sin embargo, y teniendo en cuenta que en el caso concreto de la accionante, el exceso de piel que presenta en la totalidad de su cuerpo le han traído consecuencias adversas, como lo es la humedad en ciertas áreas problemáticas, esa situación permite inferir que el servicio requerido mediante el presente amparo, tiene como fin la reconstrucción funcional del organismo de la tutelante. 
6.6 Sobre la cirugía plástica reconstructiva con carácter funcional y las cirugías estéticas con fines de embellecimiento  y su inclusión en el Pos, la Corte Constitucional en sentencia T-975 de 2010, dijo lo siguiente: 
 
“Como lo ha establecido en reiterada jurisprudencia esta Corporación, no es posible para las empresas prestadoras de los servicios de salud, calificar, en primera instancia, una cirugía plástica reconstructiva como “estética” o “cosmética” sin hacer un análisis de cada caso en particular, en especial de las condiciones físicas, psicológicas y funcionales que lo rodean[27]. Lo anterior, por cuanto si bien en algunos casos dichos procedimientos reconstructivos podrían considerarse estéticos, en otros, constituyen procedimientos reconstructivos funcionales.
 
Las entidades prestadoras de los servicios de salud son de esta forma, las llamadas a establecer de manera responsable, la naturaleza de las cirugías prescritas por los médicos tratantes a sus pacientes pues como lo ha señalado esta Corporación, “dichas entidades tienen la capacidad científica y técnica para determinar, a través de los conceptos médicos y las historias clínicas de sus usuarios, si las cirugías plásticas son de carácter meramente estético o si por el contrario cumplen fines reconstructivos funcionales.”[28]”
 
6.7 Las entidades promotoras de salud del régimen contributivo y subsidiado, prestan sus servicios bajo los parámetros establecidos en la Resolución 5592 de 2013 del Ministerio de Salud y Protección Social, que definió, aclaró y actualizó el Plan Obligatorio de Salud (POS), dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 25 de la Ley 1438 de 2011 y a la orden décimo séptima de la sentencia T-760 de 2008 de la Corte Constitucional.
 
El artículo 8°, la Resolución 5592 de 2015 realizó una distinción entre cirugía estética o de embellecimiento y la reparadora o funcional, así:
“7. Cirugía plástica estética, cosmética o de embellecimiento: Procedimiento quirúrgico que se realiza con el fin de mejorar o modificar la apariencia o el aspecto del paciente sin efectos funcionales u orgánicos.”
“8. Cirugía plástica reparadora o funcional: Procedimiento quirúrgico que se practica sobre órganos o tejidos con la finalidad de mejorar, restaurar o restablecer la función de los mismos, o para evitar alteraciones orgánicas o funcionales. Incluye reconstrucciones, reparación de ciertas estructuras de cobertura y soporte, manejo de malformaciones congénitas y secuelas de procesos adquiridos por traumatismos y tumoraciones de cualquier parte del cuerpo.” (Subraya fuera de texto.”
6.8 El artículo 37 de esa misma norma refiere que todos aquellos tratamientos reconstructivos, que tengan finalidad funcional de conformidad con el criterio del profesional en salud tratante, se encuentran dentro del Plan Obligatorio de Salud. 
 
En ese sentido, la Corte Constitucional ha indicado lo siguiente: 

“…cuando se demuestre que una cirugía de carácter estético, se realiza con el fin de corregir alteraciones que afecten el funcionamiento de un órgano o con miras a impedir afecciones psicológicas que permitan a la persona llevar una vida en condiciones dignas, es procedente su realización a través de las EPS, siempre y cuando se cuente con una orden médica que así lo requiera.

 

En casos similares al que ocupa a esta Sala de Revisión, entre otras en Sentencia T-975 de 2010, la Corte Constitucional ordenó a la entidad promotora de Salud Occidente de Salud S.A. SOS, autorizar la realización del procedimiento quirúrgico denominado “dermolipectomía bilateral de muslos y corrección de ptosis mamaria bilateral”, requerida por la accionante, al considerar que “las cirugías ordenadas por el médico tratante, son cirugías de carácter reconstructivo funcional, por cuanto buscan corregir los problemas generados en la paciente por la obesidad mórbida y la posterior realización del bypass gástrico como procedimiento para su tratamiento”.

 

De acuerdo con esta Corporación, las intervenciones requeridas, “como consecuencia de ser calificadas como cirugías plásticas con fines reconstructivos funcionales y no de embellecimiento, se encuentran dentro del POS- C  y debieron ser autorizadas por la Entidad Promotora de Salud Servicio Occidental de Salud S.A. SOS,  con cargo al mismo.”

 

Respecto a la diferencia entre una cirugía plástica con fines estéticos y una con fines reconstructivos, la Corte Constitucional en Sentencia T-392 de 2009 indicó:

 

 “Ahora bien, desde un punto de vista científico una cirugía plástica reconstructiva tiene fines meramente “estéticos” o “cosméticos” cuando, “es realizada con la finalidad de cambiar aquellas partes del cuerpo que no son satisfactorias para el paciente” , mientras que, es reconstructiva con fines funcionales cuando “está enfocada en disimular y reconstruir los efectos destructivos de un accidente otrauma. La Cirugía Reconstructiva hace uso de técnicas de osteosíntesis, traslado de tejidos mediante colgajos y trasplantes autólogos de partes del cuerpo sanas a las afectadas.”

 

De este modo el juez de tutela debe demostrar que el tratamiento aparentemente cosmético solicitado, posee en realidad un propósito funcional, que proporciona al peticionario un bienestar emocional, social y psíquico. En razón, a que las Entidades Promotoras de Salud solo están obligadas a garantizar la prestación de estos servicios cuando está en riesgo la salud, la vida e integridad de la persona y puede costearlos por su cuenta.

 

Concluye la Sala, que si bien las cirugías plásticas se encuentran excluidas del Plan Obligatorio de Salud, por ser consideradas con fines estrictamente estéticos, es decir, aquellas que solamente buscan mejorar un aspecto físico con el cual la persona no se encuentra conforme, no pueden las Entidades Promotoras de Salud negar la prestación del servicio requerido, bajo este argumento, pues el reglamento por el cual se rigen dichas entidades, establece que  las cirugías plásticas con fines reconstructivos funcionales, que como ya se dijo son las que buscan disimular y reconstruir los efectos destructivos de un accidente o trauma, serán prestadas por las EPS. Por lo que, para negar estos tratamientos deberán demostrar bajo conceptos médicos en el estudio de cada caso concreto, que los procedimientos solicitados tienen fines de embellecimiento y no Funcionales reconstructivos o de bienestar emocional, psíquico y social. En razón, al principio de integralidad que rige al Sistema de Seguridad Social en Salud.”

 

6.9 Solución al caso concreto
6.9.1 El derecho fundamental a la salud es exigible por vía de tutela frente a la negativa los servicios contenidos del Plan de Beneficios. Sin embargo,  la Corte Constitucional ha indicado, que existen circunstancias que necesariamente ameritan el suministro de insumos, medicamentos e intervenciones, que a pesar de no estar contemplados en el Plan requieren ser prestados por las promotoras de salud, pues de lo contrario, se vulneraría las garantías fundamentales de sus afiliados. 

Atendiendo los criterios legales y jurisprudenciales establecidos para acceder a servicios médicos excluidos del POS, se requiere examinar el caso sub judice  si la negativa de la Nueva EPS pone o no en peligro el derecho fundamental a la salud o a la vida de la actora.

  
El máximo Tribunal Constitucional ha establecido que cuando a través de un amparo de tutela se pretenda el suministro de un procedimiento que inicialmente ha sido catalogado como estético, se debe demostrar que el mismo tiene un fin de carácter funcional reconstructivo y no de embellecimiento, caso en el cual, las Entidades Promotoras de Salud deberán autorizar los respectivos procedimientos. 
 
6.9.2 Como ya se advirtió, de las pruebas allegadas por la peticionaria se establece que su médico tratante le ordenó la cirugía “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, la cual fue denegada por la Nueva EPS argumentando que se encuentra excluido del Plan Obligatorio de Salud, por tratarse de un procedimiento estético y cosmetológico, el cual no presenta ninguna relación directa para el manejo de la patología de la accionante, pues la ausencia de dicho procedimiento, no vulnera ni pone en peligro su derecho fundamental a la vida. 
 
6.9.3. Igualmente, la entidad demandada refirió que la solicitud del procedimiento pretendido por la señora Elizabeth González había sido sometido a criterio del CTC, sin que dentro del trámite de tutela hubiera allegado el respectivo dictamen científico mediante el cual estudiara de fondo el caso de la accionante con el fin de determinar de manera fehaciente que la “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, prescrita tiene  fines funcionales reconstructivos o estéticos, limitándose a indicar que “este procedimiento es completamente estético., no hace parte del tratamiento de obesidad mórbida, y con su realización se busca un efecto cosmético más no funcional… en el presente caso tampoco están acreditados los presupuestos que permiten verificar la existencia de un prejuicio irremediable en cabeza de la accionante por el no suministro de lo que pretende, lo cual, en principio, no evidencia una afectación al derecho a la vida… pues en el presente caso no estamos frente a una urgencia vital…” (folios 10-16). 

 
Sin embargo, para esta Sala el procedimiento quirúrgico requerido por la accionante si es pertinente y adecuado, por cuanto la entidad demandada no desvirtuó lo ordenado por el médico con fundamento en un concepto científicamente respaldado para negar el mismo, tal como lo han indicado los diversos pronunciamientos por la Corte Constitucional en el sentido de “solo es constitucionalmente legítima la negación del servicio, bajo el supuesto que la EPS o el Comité Técnico Científico presente un concepto sólido apoyado en la Historia Clínica del paciente, científicamente sustentado con las opiniones de expertos en la respectiva especialidad del médico tratante que ordenó el servicio de salud y en el cual se hayan estipulado claramente las razones por las cuales ese determinado servicio de salud ordenado no es científicamente pertinente o adecuado.
”. 
6.9.4 Aunado a lo anterior, en el formulario de justificación de actividades, insumos y procedimientos no Pos (folio 5) el galeno tratante de la señora Elizabeth González adujo que no existía otra alternativa Pos para darle tratamiento al padecimiento de la actora; que la respuesta al servicio formulado  era inmediato, pues mejoraría los síntomas de la piel sobrante, su autoestima, y los síntomas por humedad. Así mismo consideró que existía un riesgo inminente para la vida y la salud de la paciente, sin que la EPS desvirtuara de manera científica que esa intervención quirúrgica garantizara el restablecimiento de la salud de la afiliada y que la misma no era necesaria para la recuperación integral de la accionante en cuanto a la mitigación del impacto de la cirugía precedente y su estabilidad física,  funcional y emocional.

 
Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que: “no es de buen recibo que las entidades promotoras de salud califiquen una cirugía plástica reconstructiva como “estética” o “cosmética” sin hacer un análisis previo del caso particular y sin consideración alguna de las condiciones físicas, funcionales, psíquicas, emocionales y sociales del paciente, más aún cuando, cuentan con la capacidad técnica y científica para determinar la naturaleza de la cirugía requerida a través, del historial médico del usuario y los conceptos médicos emitidos por los especialistas adscritos a la entidad.  Recuérdese, que una cirugía que en principio es calificada como “con fines de embellecimiento” en el caso particular puede adquirir la connotación de “funcional” por ser necesaria e indispensable para garantizar la vida en condiciones dignas del usuario y no comprometer su salud física como emocional.”

Por lo tanto, se reitera que como la Nueva EPS no desvirtuó, de manera clínica o científica que la cirugía denominada “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz”, no tiene fines funcionales o reconstructivos, se infiere que su actuar vulnera los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de la señora Elizabeth González, razón por la cual esta Colegiatura revocará el fallo de primer nivel, y ordenará a la Nueva EPS, la autorización y realización del procedimiento quirúrgico prescrito a la accionante por parte de su médico tratante. 
6.9.5 Teniendo en cuenta  que no basta con la sola autorización y el suministro del servicio solicitado, para considerar atendida la enfermedad del accionante, debe procurarse por la prestación de los servicios médicos que con posterioridad requiera, derivados no sólo del procedimiento quirúrgico formulado por su médico tratante, sino también de la patología de obesidad mórbida que padece la actora, por lo que es obligación  de la entidad accionada brindar la atención integral necesaria, tal como fue ordenado, a efecto de lograr en lo posible restablecer el estado de salud de la señora Elizabeth González. 
Lo anterior porque en virtud de los principios de integralidad y continuidad que rigen la Seguridad Social, se impone la obligación de la prestación de los servicios en salud, a todos aquellos que se encuentran vinculados a través del Régimen de Seguridad Social en salud, quienes tienen derecho a recibir un servicio completo, de acuerdo con sus necesidades
. Por ello deberá la Nueva EPS brindar el tratamiento que requiera la usuaria, conforme lo tiene sentado la jurisprudencia:

“La jurisprudencia de esta Corporación señala que este principio implica que la atención y el tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones. En tal dimensión, el tratamiento integral debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud. En consecuencia, la Corte ha considerado que la prestación de estos servicios comporta no sólo el deber de la atención puntual necesaria para el caso de la enfermedad, sino también la obligación de suministrar oportunamente los medios indispensables para recuperar y conservar la salud. En estas condiciones, por ejemplo, la Corporación ha amparado el derecho a la salud de las personas que solicitan el suministro de un medicamento que puede ser sólo para el alivio de su enfermedad, aunque no sea para derrotarla. Se concluye entonces que el alcance del servicio público de la seguridad social en salud es el suministro integral de los medios necesarios para su restablecimiento o recuperación, de acuerdo con las prescripciones médicas aconsejadas para el caso, ya conocidas, pronosticadas  o previstas de manera específica, así como de las que surjan a lo largo del proceso.”

El haberse dispuesto el tratamiento integral para la actora, se garantiza una protección real y efectiva a las garantías constitucionales, razón por la cual éste deberá implementarse por la entidad accionada, como lo ha expresado la jurisprudencia en múltiples oportunidades
.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: REVOCAR  la sentencia de tutela proferida por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, interpuesta por la señora Elizabeth González en contra de la Nueva E.P.S.

SEGUNDO: TUTELAR los derechos invocados por la señora Elizabeth González,  en consecuencia, se ORDENA a la Nueva EPS que dentro del término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de este fallo, inicie todos los trámites pertinentes tendientes a que se autorice y programe fecha y hora para que se lleve a cabo la intervención quirúrgica denominada  “dermolipectomía circunferencial en abdomen y dermolipectomía en región lumbar con técnica de flor de liz” a la señora González. Así mismo, la Nueva EPS se encargará de prestar la atención integral que requiera la señora Elizabeth González y que tenga que no sólo con la cirugía referida y que tenga que ver con la enfermedad que padece la actora, la cual fue descrita en la presente acción de tutela, bajo las prescripciones que sus médicos tratantes indiquen, lo cual se hará sin dilación, ni demoras, ni trámites administrativos que la obliguen a estar interponiendo acciones de tutela para su atención en salud con respecto a la patología referida en esa acción constitucional.
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria

� Sentencia T-975 de 2010


� T-142 de 2014


� T-392 de 2009 y T-142 de 2014


�Sentencia T-136/04,  T-20/06


�Sentencia T-518 del 2006, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


�Sentencias T461/07,  T-888/06, entre otras.
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